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INFORMACIONES LABORALES

Publicada la relación de fiestas laborales de carácter 
nacional y autonómico del próximo año 2026.

El Consejo de ministros aprueba el Anteproyecto del 
Estatuto de las personas en formación práctica no 
laboral, el “Estatuto del Becario”.

Noviembre 2025

NEWSLETTER

La Dirección General del Trabajo, por 
resolución de 17 de octubre de 2025, vista la 
relación de fiestas remitida al Ministerio de 
Trabajo y Economía Social por las diecisiete 
Comunidades Autónomas y por las Ciudades 
de Ceuta y Melilla, ha publicado la relación 
de 12 fiestas laborales del año 2026 (BOE del 
martes 28 de octubre). 

Además de esas doce fiestas y en desarrollo del 
artículo 37.2 del Estatuto de los Trabajadores, 
el artículo 46 del Real Decreto 2001/1983 

establece que serán también inhábiles para el 
trabajo, retribuidos y no recuperables, hasta 
dos días de cada año natural con carácter de 
fiestas locales que por tradición sean propias en 
cada municipio, las cuales se publicarán en el 
«Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma» 
o, en su caso, en el «Boletín Oficial» de la 
provincia correspondiente.

En el Anexo de la norma encontrarán un 
cuadro que incorpora todos los festivos por 
Comunidad Autónoma.

El Consejo de ministros aprobó el pasado 
4 de noviembre el anteproyecto de ley que 
crea el Estatuto de las personas en formación 
práctica no laboral, conocido popularmente 
como Estatuto del Becario. Esta norma busca 
establecer un marco común para todas las 
prácticas formativas no laborales, con el 
objetivo de garantizar derechos, prevenir abusos 
y promover la igualdad de oportunidades en el 
acceso a la formación práctica.

Aunque se trata de una norma en un estado muy 
embrionario de su tramitación y por lo tanto aún 
no vigente, que además deberá ser aprobada por 

un Parlamento en el que su actual conformación, 
dificultará su aprobación, es conveniente remarcar 
algunas de sus claves esenciales:

Las claves del nuevo Estatuto:

• Un ámbito de aplicación general: se extiende 
a las prácticas vinculadas a los grados de 
Formación Profesional, enseñanzas artísticas o 
deportivas, especialidades formativas del Sistema 
Nacional de Empleo y prácticas universitarias, 
tanto curriculares como extracurriculares y 
regula las prácticas formativas en empresas, 
instituciones y organismos públicos o privados.

chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.boe.es/boe/dias/2025/10/28/pdfs/BOE-A-2025-21667.pdf


C/ Mallorca 293 Pral. - 08037 Barcelona (Spain)
T.: (+34) 93 207 30 12 - F: (+34) 93 458 61 83

www.antras.net

NEWSLETTERNoviembre 2025

• El Estatuto pretende eliminar la figura de 
los “falsos becarios”, reforzando el carácter 
formativo de las prácticas y garantizar la 
igualdad. En ningún caso, las prácticas 
podrán sustituir funciones propias de una 
persona trabajadora. La actividad deberá estar 
directamente relacionada con el itinerario 
formativo del estudiante y las acciones 
formativas deberán recogerse en un plan 
individual y obligatorio para cada persona.

• Tutoría y límites: cada tutor o tutora podrá 
supervisar como máximo a cinco personas 
en formación, y el total de becarios no podrá 
superar el 20% de la plantilla de la empresa. 
Además, se reducen a la mitad el máximo de 
horas de las prácticas extracurriculares, 480 
horas, de manera que esos periodos ajenos a los 
créditos formativos no se alarguen más allá de 
esas 480 horas.

• Compensación y derechos: las personas en 
prácticas tendrán derecho a la compensación de 
gastos, descansos y al acceso a los servicios del 

centro de trabajo en igualdad de condiciones 
que el resto del personal. 

• La Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social podrá acceder a toda la documentación 
vinculada a las prácticas y se prevén actuaciones 
inspectoras específicas, junto con la creación de 
una comisión de seguimiento en las empresas

La Vicepresidenta del Gobierno y Ministra 
de Trabajo, la Excma. Sra. Yolanda Diaz, ha 
cifrado, según los datos de alumnos en prácticas 
en alta desde el 1 de enero de 2024 hasta el 22 de 
septiembre del 2025, en más de 1,6 millones de 
personas becarias no remuneradas en España.

Además de los obstáculos políticos que 
pueden afectar a la larga “singladura” 
política de un anteproyecto, que fue pactado 
hace más de dos años con los sindicatos, el 
texto propuesto cuenta con el rechazo de las 
patronales y la “preocupación” de algunos de 
los sujetos educativos como son los Rectores de 
las Universidades.

Jurisprudencia. El riesgo de no adaptar el puesto de trabajo en supuestos de incapacidad 
permanente total cuando es viable y se solicita por la persona trabajadora.

La reciente modificación del art. 49.1.n) del TRLET ha supuesto que, cuando a una 
persona trabajadora se le reconozca una incapacidad permanente total, incluso 
absoluta o una gran incapacidad, no se le pueda extinguir de forma automática su 
contrato cuando manifieste su voluntad de continuar en la empresa. En esas hipótesis 
la empresa deberá intentar una adaptación de su puesto de trabajo, introduciendo 
ajustes razonables, u ofrecerle un puesto de trabajo vacante que se adapte a la nueva 
situación de la persona trabajadora; sólo cuando no sea posible realizar esos ajustes 
razonables por constituir una carga excesiva para la empresa, no exista un puesto de 
trabajo vacante y disponible acorde con el perfil profesional y compatible con la nueva 
situación de la persona trabajadora o cuando existiendo dicha posibilidad la persona 
trabajadora rechace el cambio de puesto de trabajo adecuadamente propuesto, podrá 
la empresa extinguir el contrato.

No hacerlo de este modo puede suponer importantes consecuencias para la empresa 
como evidencia una reciente sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia 
que calificó la extinción realizada por una entidad bancaria gallega como nula, 
condenándola a readmitir a la trabajadora, a abonar una indemnización de 30.000 € 
por daños y perjuicios y al pago de los salarios de tramitación. Una condena a la que 
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cabría añadir el pago de una sanción administrativa si la trabajadora denunció los 
hechos ante la Inspección de Trabajo.

Debe recordarse que:

• La empresa dispone de un plazo máximo de tres meses, desde la fecha en que se 
le notifique la resolución en la que se califique la incapacidad permanente, para 
realizar los ajustes razonables, asignarle un nuevo puesto de trabajo acorde con el 
perfil profesional y compatible con la nueva situación de la persona trabajadora 
o extinguir el contrato cuando nada de lo anterior sea posible.

• La decisión empresarial deberá motivarse y comunicarse por escrito a la 
persona trabajadora. Su adopción debe basarse en un informe de los servicios 
de prevención en el que se determinará, previa consulta con la representación 
de las personas trabajadoras en materia de prevención de riesgos laborales, el 
alcance y las características de las medidas de ajuste, incluidas las relativas a 
la formación, información y vigilancia de la salud de la persona trabajadora, 
e identificarán los puestos de trabajo compatibles con la nueva situación de la 
persona trabajadora.

• La obligación de introducir ajustes razonables está limitada porque su 
realización no suponga una carga excesiva para la empresa. La ley, siguiendo 
lo establecido en la normativa europea, ha establecido que para determinar el 
carácter excesivo de los ajustes se tendrá particularmente en cuenta su coste en 
relación con el tamaño, los recursos económicos, la situación económica y el 
volumen de negocios total de la empresa, no considerando excesiva cuando sea 
paliada en grado suficiente mediante medidas, ayudas o subvenciones públicas. 
Con relación a las empresas de menos de 25 trabajadores la ley considera excesiva 
la carga cuando su coste, sin tener en cuenta la parte que pueda ser sufragada con 
ayudas o subvenciones públicas, supere la cuantía mayor de entre las siguientes: 
1º) La indemnización que correspondiera a la persona trabajadora en virtud de 
lo establecido en el artículo 56.1 (indemnización por despido improcedente); 2º) 
Seis meses de salario de la persona trabajadora que solicita la adaptación.

• La norma no supone la obligación de crear un nuevo puesto de trabajo para la 
persona afectada, por cuanto se establece la obligación de adaptar el que ocupaba 
o de ofrecerle otro vacante y disponible que sea acorde con su perfil profesional y 
compatible con su nueva situación.
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Jurisprudencia. Ante la solicitud de una adaptación de jornada no basta un no, ni tan 
siquiera motivado.

La Sala de lo Social del Tribunal Supremo ha establecido un criterio determinante 
para las empresas ante las solicitudes de adaptación de jornada formuladas por 
trabajadores. El Alto Tribunal confirma que la empresa debe abrir siempre un proceso 
de negociación, sin posibilidad de rechazar de forma directa la petición, incluso aunque 
aporte motivación o proponga alternativas.

El pronunciamiento analiza las opciones de respuesta posibles: aceptar la 
solicitud, condicionarla a que el trabajador acredite necesidades de conciliación y 
proporcionalidad, o rechazarla de manera directa mediante una decisión empresarial 
motivada. Esta última opción queda descartada por el Supremo, al considerar que 
vulneraría la garantía legal de apertura del proceso negociador.

El Tribunal repasa la evolución del artículo 34.8 del Estatuto de los Trabajadores y 
destaca que la normativa vigente configura una “flexibilidad inversa”, en la que la 
persona trabajadora se convierte en titular de un derecho cuya efectividad depende de 
un procedimiento garantista.

La Sala recuerda que las adaptaciones deben ser “razonables y proporcionadas” tanto 
a las necesidades del trabajador como a las organizativas o productivas de la empresa. 
En ausencia de regulación colectiva, la empresa debe iniciar un proceso de negociación 
de hasta treinta días, tras el cual deberá:

	 1. aceptar la solicitud;
	 2. plantear una alternativa que permita la conciliación; o
	 3. denegarla mediante razones objetivas.

El Supremo subraya que la apertura del periodo de negociación es un trámite 
obligatorio, y que su omisión puede tener consecuencias relevantes: en caso de litigio, 
la medida solicitada por el trabajador podría ser concedida judicialmente en sus 
propios términos, salvo que resulte manifiestamente irrazonable o desproporcionada.
Este fallo refuerza la necesidad de que las empresas cuenten con protocolos internos 
claros para gestionar las peticiones de adaptación de jornada y garanticen el 
cumplimiento estricto del proceso negociador previsto en la ley.

Jurisprudencia. 150.000 euros por obstruir a la Inspección de Trabajo en sus labores.

El Tribunal Supremo confirma la sanción de 150.000 euros impuesta a una empresa de 
transporte de Barcelona por obstruir la labor inspectora de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social.

Conforme los antecedentes de hecho de la sentencia, la ITSS inició actuaciones inspectoras 
en la citada empresa para verificar el cumplimiento de la mercantil de sus obligaciones 
de cotización a la Seguridad Social por las diferencias de cotización derivadas del 
complemento de puesto de trabajo derivadas de la aplicación del convenio vigente y que 
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afectaban a más de 4.500 trabajadores, de los que más de 1.500 no habían sido incluidos 
en las liquidaciones complementarias.

En varias ocasiones las inspectoras actuantes requirieron la aportación de determinados 
documentos a la empresa, sin embargo, ésta nunca aportaba la totalidad de la 
documentación e información requerida. Recordándole asimismo en dos ocasiones que 
la no presentación de toda la documentación e información requerida constituía un acto 
de obstrucción a la labor inspectora, sancionable con multa de acuerdo con lo dispuesto 
en los artículos 50 y 40 de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social. Pese 
a dichas advertencias, la mercantil continuó sin aportar la información requerida, lo 
que impidió verificar el cumplimiento de la obligación empresarial de cotización a la 
Seguridad Social y, en su caso, cuantificar la deuda a la Seguridad Social de no haberse 
abonado las retribuciones correspondientes.

Asimismo, la ITSS requirió la comparecencia específica y personal del director del 
área de organización, por ser el responsable de dicha área y, por ello, con la capacidad 
máxima para tomar decisiones sobre el fondo del asunto y colaborar con la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social. Sin embargo, a dicha comparecencia no se presentó la 
persona citada, sino que en su lugar comparecieron otros miembros de la empresa.
Como consecuencia de la conducta empresarial, se tramitó un expediente administrativo 
que finalizó con la imposición de una sanción de 150.000 euros a la mercantil por 
obstrucción a la labor inspectora.

Aunque la empresa acudió a la vía judicial en aras de que se anulara la sanción, la Sala 
de lo Social del Tribunal Supremo desestimó la demanda al considerar que, la sanción 
estaba bien graduada y no infringía el principio de tipicidad, por cuanto el incumplimiento 
de los deberes de colaboración con los funcionarios del sistema de ITSS se considera una 
conducta muy grave que encaja perfectamente en los tipos infractores previstos en los 
apartados c) y d) del artículo 50.4 LISOS.

En el presente caso, se constata que la empresa sancionada realizó conductas que encajan 
perfectamente en los tipos infractores. “Además, se constata una reiterada dilación en el 
tiempo respecto del concedido para la correcta actuación inspectora en la aportación de 
la documentación entregada por la empresa, siempre de forma incorrecta o incompleta”, 
asegura la Sala. Considerando el Tribunal Supremo que “en cuanto a la proporcionalidad 
de la misma, hay que señalar que al haberse impuesto en el grado máximo atendiendo a 
las circunstancias que rodeaban la infracción, entre los que tampoco resulta desdeñable 
las posibilidades de la empresa en orden a la colaboración adecuada con la labor 
inspectora”.


